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COMISIÓN DE ASUNTOS
 INTERNACIONALES

——

I N F O R M E
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Señores Representantes:

 La Comisión de Asuntos Internacionales tiene el agrado de
informar y someter a su consideración, el presente proyecto de ley, por el cual se aprueba
el Convenio de Seguridad Social con Australia y su Acuerdo Administrativo.

El Convenio fue suscrito en Canberra el 26 de agosto de 2025,
remitido al Parlamento por el Poder Ejecutivo el 7 de abril de 2026 y aprobado por la
Cámara de Senadores el pasado 10 de junio.

Estamos ante un instrumento importante desde el punto de vista
humano, social y también bilateral.

Su aprobación viene a atender una aspiración de larga data,
fundada en los vínculos migratorios existentes entre Uruguay y Australia. Numerosos
compatriotas han desarrollado parte de su vida laboral en uno y otro país y, como
consecuencia de ello, pueden encontrar dificultades para reunir, en un solo sistema, los
períodos mínimos necesarios para acceder a una prestación.

El Convenio busca precisamente evitar que la movilidad entre
ambos países provoque la pérdida o el debilitamiento de derechos de seguridad social.

No unifica los sistemas previsionales, no transfiere aportes de un
Estado al otro y tampoco establece que un país deba hacerse cargo de los períodos
cumplidos en el otro. Lo que hace es coordinar ambos regímenes, permitiendo computar
períodos cumplidos en Uruguay y períodos de residencia laboral en Australia para
determinar si una persona reúne las condiciones necesarias para acceder a una
prestación.

Luego, cada Estado calcula y paga la parte que le corresponde,
conforme a su propia legislación.
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El Convenio se estructura en seis partes y treinta artículos, acompañados por un
Acuerdo Administrativo de quince secciones que establece los procedimientos necesarios
para su aplicación.

La primera parte contiene las disposiciones generales.

En cuanto a su ámbito material, por parte de Australia comprende las normas
relativas a la pensión por edad y, para las reglas sobre legislación aplicable, el régimen
denominado Superannuation Guarantee. Por parte de Uruguay, comprende las
prestaciones contributivas servidas por las instituciones competentes mediante los
sistemas de jubilaciones y pensiones, tanto de solidaridad intergeneracional como de
capitalización.

El ámbito personal comprende a quienes estén o hayan estado sujetos a la
legislación de uno o ambos Estados, a quienes sean o hayan sido residentes australianos
y también a las personas cuyos derechos deriven de aquellos.

El artículo 4 consagra la igualdad de trato. Esto significa que las personas
alcanzadas por el Convenio deberán recibir, en cada Estado, el mismo tratamiento
respecto de los derechos y obligaciones comprendidos en el instrumento.

También se establece la exportación de las prestaciones. Como principio general, el
derecho no podrá reducirse, suspenderse o perderse por el solo hecho de que el
beneficiario resida o permanezca en el territorio del otro Estado contratante.

La segunda parte regula cuál será la legislación aplicable y procura evitar la
doble imposición en materia de seguridad social.

La regla general es la territorialidad: el trabajador dependiente o independiente
queda sometido a la legislación del país donde desarrolla su actividad.

Sin embargo, se contemplan excepciones para los desplazamientos temporales.
Cuando un trabajador sea trasladado por su empleador al otro país por un período que
previsiblemente no exceda los cuatro años, podrá permanecer sujeto exclusivamente al
régimen del Estado de origen.

Una solución semejante se aplica a los trabajadores independientes que se
trasladen temporalmente para desarrollar su actividad habitual.
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Esta disposición facilita la movilidad laboral y empresarial, aporta certeza jurídica y
evita que, por un mismo trabajo, se generen obligaciones simultáneas en ambos
sistemas.

También se establecen reglas específicas para tripulaciones marítimas y aéreas,
integrantes de misiones diplomáticas y oficinas consulares, así como para funcionarios
públicos enviados al territorio del otro Estado.

La tercera parte regula los beneficios bajo la legislación australiana.

Una persona residente en Uruguay podrá presentar desde nuestro país una solicitud
de prestación australiana, siempre que reúna las condiciones previstas y acredite, al
menos, doce meses de residencia en Australia durante su vida laboral, de los cuales seis
deberán ser continuos.

Cuando el período de residencia australiano no sea suficiente para generar el
derecho, podrán considerarse los períodos de seguro cumplidos bajo la legislación
uruguaya, exclusivamente a efectos de completar el requisito mínimo exigido.

El monto de la prestación australiana será calculado por Australia conforme a su
legislación. Para las personas que se encuentren fuera de ese país, se tomará en cuenta
la proporción existente entre el período efectivo de residencia laboral en Australia y un
máximo de quinientos cuarenta meses, equivalentes a cuarenta y cinco años.

La cuarta parte regula las prestaciones bajo la legislación uruguaya.

Cuando resulte necesario para determinar el derecho, Uruguay podrá sumar los
períodos de seguro cumplidos en nuestro país y los períodos de residencia laboral en
Australia, siempre que no se superpongan.

El Convenio admite, además, la totalización con períodos cumplidos en un tercer
Estado con el cual Uruguay tenga vigente otro instrumento de seguridad social que
permita esa acumulación.

Una vez configurado el derecho, la institución uruguaya realizará dos cálculos:
verificará, en primer lugar, si corresponde una prestación considerando exclusivamente
los períodos nacionales y, cuando sea necesaria la totalización, calculará un monto
teórico como si todos los períodos se hubieran cumplido en Uruguay.

Sobre ese monto teórico se aplicará la proporción correspondiente a los períodos
efectivamente acreditados en nuestro país. Es la regla conocida como prorrata temporis.
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En todos los casos deberá aplicarse la alternativa más favorable para el beneficiario.

En cuanto al régimen de capitalización individual, las prestaciones se determinarán
de acuerdo con el monto acumulado en la cuenta del trabajador y se adicionarán, cuando
corresponda, a las prestaciones del régimen de solidaridad.

La quinta parte contiene las normas de cooperación administrativa.

Las instituciones de ambos países podrán intercambiar información, colaborar en la
determinación de derechos, recibir solicitudes, reconsideraciones y recursos, y realizar las
comunicaciones necesarias para el pago de las prestaciones.

Ese intercambio queda sometido a las disposiciones de confidencialidad y protección
de datos personales de cada Estado. La información solamente podrá utilizarse para
aplicar el Convenio y las respectivas legislaciones de seguridad social.

Se simplifican, además, los trámites para los beneficiarios. Las solicitudes podrán
presentarse ante la institución competente de cualquiera de los dos países; se reconocerá
la fecha de presentación original; se admitirán documentos en el idioma oficial del otro
Estado; y se eliminan, en términos de reciprocidad, determinadas exigencias de
autenticación, legalización y traducción.

Cada país pagará las prestaciones a su cargo y podrá hacerlo en su propia moneda,
aunque los pagos destinados al exterior deberán realizarse en moneda convertible y sin
deducciones por gastos administrativos de la institución pagadora.

El Acuerdo Administrativo identifica las instituciones responsables de la
aplicación.

Por Australia actuarán Services Australia y la Australian Taxation Office. Por
Uruguay se encuentran comprendidos el Banco de Previsión Social, la Caja Notarial de
Seguridad Social, la Caja de Jubilaciones y Pensiones de Profesionales Universitarios, la
Caja de Jubilaciones y Pensiones Bancarias, el Servicio de Retiros y Pensiones Policiales
y el Servicio de Retiros y Pensiones de las Fuerzas Armadas.

El Banco de Previsión Social será la institución de enlace por Uruguay.

Finalmente, el Convenio contempla los períodos y contingencias anteriores a su
entrada en vigor, aunque no genera prestaciones retroactivas por períodos anteriores a
esa fecha. También permite revisar situaciones ya resueltas cuando la aplicación del
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nuevo instrumento resulte más favorable, pero prohíbe que esa revisión reduzca una
prestación previamente reconocida.

Su vigencia será indefinida. En caso de denuncia por alguno de los Estados, se
preservarán los derechos de quienes ya estén cobrando prestaciones, hayan presentado
una solicitud o se encuentren comprendidos en las reglas especiales sobre legislación
aplicable.

El Convenio entrará en vigor el primer día del tercer mes siguiente al intercambio de
la última nota diplomática que comunique el cumplimiento de los respectivos
procedimientos internos.

Este instrumento traduce una relación bilateral en derechos concretos para las
personas.

Reconoce que la movilidad internacional no debería significar la pérdida de años de
trabajo, brinda certeza a trabajadores y empleadores, evita la doble imposición previsional
en los desplazamientos temporales y establece procedimientos más simples para solicitar
y cobrar las prestaciones.

Al mismo tiempo, preserva la autonomía de ambos sistemas y distribuye las
responsabilidades de manera proporcional: cada Estado reconoce el derecho mediante la
coordinación de los períodos, pero financia únicamente la prestación que corresponde a la
trayectoria cumplida bajo su régimen.

Por todo lo expuesto, vuestra Comisión de Asuntos Internacionales, recomienda a la
Cámara la aprobación del referido proyecto de ley.

Sala de la Comisión, 16 de setiembre de 2026

MARNE OSORIO LIMA
Miembro Informante

CECILIA BADÍN
SILVANA PÉREZ BONAVITA
JUAN MARTÍN RODRÍGUEZ

JOAQUÍN SEQUEIRA COLLAZO
CARLOS VARELA NESTIER
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